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Número UEC/DJEC/M/093/2018 
Palacio Legislativo, a 27 de abril de 2018 

Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del Semanario 
Judicial de la Federación correspondientes al mes de Abril de 2018. 

INICIO 
En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes de Abril 
de 20181, se publicaron los siguientes criterios jurisprudenciales relevantes para la Unidad 
de Evaluación y Control: 
 

RESPONSABILIDADES, TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN  

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL ARTÍCULO 14, FRACCIÓN I, 
INCISO A), DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, QUE DEFINE LOS PARÁMETROS DE 
INDEMNIZACIÓN, ES INCONSTITUCIONAL CUANDO ES APLICADO A UN MENOR 
DE 15 AÑOS. 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

NORMA HABILITANTE EN EL DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. 
CUANDO CONFIERE PAUTAS PARA AMPLIAS ELECCIONES DEL OPERADOR, LA 
APLICACIÓN DEL PRINCIPIO LEX CERTA EXIGE LA MÁS COMPLETA, ADECUADA 
Y PRECISA MOTIVACIÓN. 

DECLARACIÓN DE SITUACIÓN PATRIMONIAL DE CONCLUSIÓN DEL CARGO DE 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS. DEL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA SU 
PRESENTACIÓN, DEBEN DESCONTARSE LOS DÍAS EN LOS CUALES SE 
ACREDITE QUE EL OBLIGADO ESTUVO INCAPACITADO FÍSICA O MENTALMENTE 
PARA HACERLO, POR PADECER UNA ENFERMEDAD. 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL HECHO DE QUE LOS ACTOS 
QUE SE TILDAN DE IRREGULARES HAYAN SIDO O NO RECLAMADOS EN AMPARO 
INDIRECTO NO CONDICIONA LA POSIBILIDAD DE ANALIZARLOS Y, EN SU CASO, 
CALIFICARLOS COMO ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR. 

INDEMNIZACIÓN POR RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. PARA QUE 
PROCEDA DEBE ESTABLECERSE, FUNDADA Y MOTIVADAMENTE, QUE EL DAÑO 
QUE RESIENTA EL PARTICULAR DERIVÓ DE UNA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA 
IRREGULAR Y NO DE UN ACTO DECLARADO ILEGAL. 

 

CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

ACTUACIONES CONCLUIDAS ORIGINALES OFRECIDAS COMO PRUEBA EN EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PARA QUE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL LAS 
REQUIERA, ES SUFICIENTE CON QUE LO SOLICITE EL OFERENTE, SIN QUE SEA 
NECESARIO QUE ÉSTE ACREDITE HABERLAS SOLICITADO PREVIAMENTE A LA 
AUTORIDAD QUE LAS TIENE BAJO SU RESGUARDO (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 121 DE LA LEY DE AMPARO). 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

                                                           
1 Los Semanarios se publicaron los días 6, 13, 20 y 27 de abril de 2018. 
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SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. REQUISITOS PARA QUE PROCEDA LA 
INDEMNIZACIÓN POR LOS POSIBLES DAÑOS Y PERJUICIOS QUE PUEDAN 
CAUSARSE CON MOTIVO DE AQUÉLLA. 

SENTENCIA DE AMPARO INDIRECTO. PARA SU VALIDEZ DEBE CONSTAR LA 
FIRMA DEL SECRETARIO DE FORMA IMPRESA, AUN CUANDO EXISTA 
PRESUNCIÓN DE QUE SE ENCUENTRE FIRMADA ELECTRÓNICAMENTE. 

NOTIFICACIÓN DEL ACUERDO QUE IMPONE UNA MULTA A LA AUTORIDAD POR 
INCUMPLIMIENTO A LA SENTENCIA DE AMPARO. SURTE EFECTOS DESDE EL 
MOMENTO EN QUE SE EFECTÚA A LA PERSONA FÍSICA TITULAR DEL ENTE 
PÚBLICO RESPONSABLE. 

 



 
COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

UNIDAD DE EVALUACIÓN Y CONTROL 
DIRECCIÓN JURÍDICA PARA LA EVALUACIÓN Y CONTROL 

 
 

 
 

3 
Congreso de la Unión 66, Col. El Parque, Deleg. Venustiano Carranza, C.P. 15960 

Edificio G, Segundo Nivel; Tel. 5036 0000 Ext. 52220 

INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016568  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de abril de 2018 10:10 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.4o.A.104 A (10a.)  
 

NORMA HABILITANTE EN EL DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. 
CUANDO CONFIERE PAUTAS PARA AMPLIAS ELECCIONES DEL OPERADOR, LA 
APLICACIÓN DEL PRINCIPIO LEX CERTA EXIGE LA MÁS COMPLETA, ADECUADA Y 
PRECISA MOTIVACIÓN. 
 
Tratándose del derecho administrativo sancionador, en especial por lo que concierne a los 
aspectos de taxatividad, resulta aplicable el principio de lex certa, atento al cual, tanto las 
sanciones como la metodología para aplicarlas deben preverse con un grado de precisión 
que prive al operador jurídico (autoridad) de cualquier veleidad creativa, analógica o 
simplemente desviadora de la letra de la ley. Así, cuando la norma habilitante en el derecho 
administrativo sancionador confiere pautas para amplias elecciones del operador, lo cual 
involucra diversos grados de discrecionalidad, la aplicación del principio aludido exige la 
más completa, adecuada y precisa motivación, como mecanismo de rendición de cuentas 
y antídoto de algún grado de eventual arbitrariedad. Otra posibilidad implícita, es la facultad 
para emitir reglas, principios, guías o protocolos que, a manera de autorregulación, son 
pautas de motivación genérica para controlar y encausar el amplio margen de elección, con 
el fin de acotar márgenes de arbitrio que pudieran trascender en incertidumbre y contrariar 
el mandato de tipificación. Es decir, opera la regla: a menor regulación se confiere mayor 
discrecionalidad, que debe acompañarse de mayor motivación, así como de 
responsabilidad, y viceversa. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 522/2017. Gerardo Muñoz Tinajero. 18 de enero de 2018. Unanimidad 
de votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretaria: Lorena Badiano Rosas. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de abril de 2018 a las 10:10 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016700  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de abril de 2018 10:31 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXXI/2018 (10a.)  
 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL ARTÍCULO 14, FRACCIÓN I, 
INCISO A), DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, QUE DEFINE LOS PARÁMETROS DE 
INDEMNIZACIÓN, ES INCONSTITUCIONAL CUANDO ES APLICADO A UN MENOR DE 
15 AÑOS. 
 
El precepto citado señala que los montos de las indemnizaciones en el caso de daños 
personales se calcularán conforme a lo dispuesto para riesgos de trabajo en la Ley Federal 
del Trabajo, lo que limita por consecuencia la posibilidad de indemnización a las personas 
que tengan una relación laboral y, por ende, la percepción de un salario, pues al utilizar el 
salario mínimo como parámetro de reparación económica, excluye los casos de aquellas 
personas que no perciben uno. Así, conforme al principio de igualdad, pesaba sobre el 
legislador el deber adicional de proteger la situación especial de los menores de 15 años, 
que difiere de los demás, precisamente en que los daños derivados de un accidente o 
enfermedad no pueden calcularse de manera tradicional, esto es, en función del perjuicio 
que sufrirán al dejar de trabajar, ya que existe una restricción constitucional que prohíbe 
cualquier tipo de trabajo de los menores de esa edad. Así, toda vez que el legislador dejó 
de cumplir con este parámetro, y que además dejó a este grupo de personas fuera de la 
regulación que emitió el sistema normativo relativo, el artículo 14, fracción I, inciso a), de la 
Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado es inconstitucional al ser 
subinclusivo, porque excluye injustificadamente del acceso a una indemnización por daños 
personales, a individuos que se sitúan en condiciones iguales que otros respecto del daño 
producido por la actuación irregular del Estado, personas a las que, además, en atención a 
su situación especial por ser menores, tendría que haber protegido con mayor especialidad 
y alcance. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo 18/2015. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretarios: Etienne Maximilien Luquet Farías, Raúl Carlos Díaz Colina y 
Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
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Esta tesis se publicó el viernes 27 de abril de 2018 a las 10:31 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016690  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 20 de abril de 2018 10:24 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.13o.C.15 K (10a.)  
 

SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. REQUISITOS PARA QUE PROCEDA LA 
INDEMNIZACIÓN POR LOS POSIBLES DAÑOS Y PERJUICIOS QUE PUEDAN 
CAUSARSE CON MOTIVO DE AQUÉLLA. 
 
El artículo 156 de la Ley de Amparo adopta la tesis objetiva de la responsabilidad civil, al 
no exigir para su procedencia la acreditación de un hecho ilícito (conducta antijurídica, 
dañosa y culposa), ya que la suspensión del acto reclamado participa de la naturaleza de 
las medidas cautelares, cuya fundabilidad de la pretensión se sustenta en la verosimilitud 
del derecho o apariencia del buen derecho cuya urgencia autoriza su otorgamiento, lo cual 
crea un riesgo inherente a la incertidumbre del derecho alegado que, de no quedar 
constatada su existencia por el dictado de una sentencia favorable al quejoso, provocará 
que éste soporte los daños y perjuicios que con motivo de la suspensión se hubieren 
causado, ante la dilación para obtener las prerrogativas que confería el acto reclamado al 
tercero interesado. Así, para la procedencia de la indemnización deben cumplirse los 
requisitos siguientes que: i) haya otorgado la suspensión, con garantía; ii) emita una 
resolución ejecutoria o firme adversa al quejoso; iii) causen daños y perjuicios; y, iv) exista 
un nexo causal entre los daños y perjuicios, y la suspensión. 
 
DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 338/2017. BBVA Bancomer, S.A., I.B.M., Grupo Financiero BBVA Bancomer. 17 de 
enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Ramírez Sánchez. Secretario: 
Mauricio Omar Sanabria Contreras. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016640  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de abril de 2018 10:17 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.18o.A.52 A (10a.)  
 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL HECHO DE QUE LOS ACTOS 
QUE SE TILDAN DE IRREGULARES HAYAN SIDO O NO RECLAMADOS EN AMPARO 
INDIRECTO NO CONDICIONA LA POSIBILIDAD DE ANALIZARLOS Y, EN SU CASO, 
CALIFICARLOS COMO ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR. 
 
En el procedimiento instado por una reclamación por actividad administrativa irregular 
pueden analizarse las actuaciones de la autoridad administrativa, con independencia de 
que esos actos hayan sido en su momento impugnados o no en juicios de amparo previos, 
puesto que tales actos se analizarán bajo el tamiz propio y diferenciado que corresponde al 
análisis de la actividad administrativa del Estado y como causantes o no de una 
responsabilidad objetiva, tópico que no es materia de análisis primario en los juicios de 
amparo indirecto, dado que es una cuestión que tiene que ventilarse sólo con motivo del 
pronunciamiento específico que sobre el tema hagan las autoridades a quienes les 
corresponde la competencia originaria para conocer de dicho reclamo. En este sentido, la 
propia distinción que se ha venido haciendo entre "ilicitud" e "irregularidad" de la actuación 
administrativa, apreciable en la tesis 2a. CVII/2016 (10a.), de rubro: "RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA ILICITUD DEL ACTO ADMINISTRATIVO NO 
CONFIGURA, EN SÍ MISMA, LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR.", conlleva 
a admitir tal ulterior y diferenciado análisis, puesto que, conforme a tal criterio, precisamente 
para los casos en que se ha decretado judicialmente una ilegalidad, se admite la posibilidad 
-así sea contingente- de que esos mismos actos pudieran actualizar también una 
"irregularidad" administrativa; pues aun cuando no cualquier ilicitud puede calificar como 
irregularidad, pueden presentarse hipótesis en que así suceda y es justamente abriéndose 
paso a su análisis, en sede administrativa y luego, de ser el caso, en sede judicial, que ello 
puede declararse conforme a cada asunto. 
 
DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 271/2016. 8 de mayo de 2017. Mayoría de votos. Disidente: Juan Carlos 
Cruz Razo. Ponente: María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretarios: Jeannette 
Velázquez de la Paz y Oswaldo Alejandro López Arellanos. 
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Esta tesis se publicó el viernes 13 de abril de 2018 a las 10:17 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016563  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de abril de 2018 10:10 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: V.3o.P.A.10 A (10a.)  
 

INDEMNIZACIÓN POR RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. PARA QUE 
PROCEDA DEBE ESTABLECERSE, FUNDADA Y MOTIVADAMENTE, QUE EL DAÑO 
QUE RESIENTA EL PARTICULAR DERIVÓ DE UNA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA 
IRREGULAR Y NO DE UN ACTO DECLARADO ILEGAL. 
 
El artículo 1, segundo párrafo, de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado 
prevé que la actividad administrativa irregular es aquella que emana de la función 
administrativa gubernamental y que causa daño a los bienes y derechos de los particulares 
que no tengan obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento o causa 
legal de justificación para legitimarlo. En estas condiciones, para la procedencia del derecho 
fundamental a obtener una indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, la 
autoridad resolutora debe exponer, fundada y motivadamente, que la afectación causada 
derivó de una actividad administrativa irregular, entendida ésta como la que se realizó fuera 
de sus atribuciones, o bien, en completo y absoluto desapego a las normas que rigen su 
actuación, y no de un acto declarado ilegal, pues éste lo emitió una autoridad dentro de su 
marco normativo, aunque de manera defectuosa; de ahí que, por sí solo, no puede dar lugar 
a la indemnización señalada. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
QUINTO CIRCUITO. 
 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 
32/2017. Director de lo Contencioso, en suplencia por ausencia del Director General 
Jurídico del Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria, órgano 
administrativo desconcentrado de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, 
Pesca y Alimentación. 30 de noviembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel 
Ángel Betancourt Vázquez. Secretaria: Patricia Aurora Rodríguez Duarte. 
 
Nota: En relación con el alcance de la presente tesis, destacan las diversas aisladas 2a. 
V/2015 (10a.) y 2a. CVII/2016 (10a.), de títulos y subtítulos: "RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA NULIDAD DEL ACTO IMPUGNADO DECRETADA EN 
EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO NO IMPLICA, NECESARIAMENTE, UNA 
ACTIVIDAD IRREGULAR DEL ENTE ESTATAL." y "RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL 



 
COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

UNIDAD DE EVALUACIÓN Y CONTROL 
DIRECCIÓN JURÍDICA PARA LA EVALUACIÓN Y CONTROL 

 
 

 
 

10 
Congreso de la Unión 66, Col. El Parque, Deleg. Venustiano Carranza, C.P. 15960 

Edificio G, Segundo Nivel; Tel. 5036 0000 Ext. 52220 

DEL ESTADO. LA ILICITUD DEL ACTO ADMINISTRATIVO NO CONFIGURA, EN SÍ 
MISMA, LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR.", publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación de los viernes 13 de febrero de 2015 a las 9:00 horas y 11 de 
noviembre de 2016 a las 10:22 horas, así como en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libros 15, Tomo II, febrero de 2015, página 1772 y 36, Tomo 
II, noviembre de 2016, página 1558, respectivamente. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de abril de 2018 a las 10:10 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016724  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de abril de 2018 10:31 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.7o.A.168 A (10a.)  
 

DECLARACIÓN DE SITUACIÓN PATRIMONIAL DE CONCLUSIÓN DEL CARGO DE 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS. DEL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA SU 
PRESENTACIÓN, DEBEN DESCONTARSE LOS DÍAS EN LOS CUALES SE ACREDITE 
QUE EL OBLIGADO ESTUVO INCAPACITADO FÍSICA O MENTALMENTE PARA 
HACERLO, POR PADECER UNA ENFERMEDAD. 
 
Una obligación de los servidores públicos es presentar su declaración de situación 
patrimonial de conclusión dentro de los sesenta días naturales siguientes a la terminación 
del encargo, cuyo incumplimiento se sanciona con la inhabilitación de seis meses a un año 
para desempeñar cualquier empleo, cargo o comisión en la administración pública, en 
términos del artículo 37, fracción II y sexto párrafo, de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos abrogada. Sin embargo, en el supuesto de que 
el servidor público acredite que durante ese lapso padeció una enfermedad que lo 
incapacitó física o mentalmente para cumplir con dicha obligación, al ponderarse la 
exigencia de acatar ésta, con el derecho humano a la protección de la salud, previsto en el 
artículo 4o., cuarto párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
que implica la obtención de un estado integral de bienestar físico, mental y social, así como 
la ausencia de enfermedades, su tratamiento oportuno, o bien, su seguimiento, deben 
descontarse del plazo para presentar la declaración los días en los cuales se dio esa 
situación extraordinaria, pues solamente de esa manera se da operatividad al derecho 
fundamental mencionado. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 545/2017. Roberto Valenzuela Cepeda. 18 de enero de 2018. Unanimidad 
de votos. Ponente: Alejandro Sergio González Bernabé. Secretario: Gustavo Naranjo 
Espinosa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de abril de 2018 a las 10:31 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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SENTENCIA DE AMPARO INDIRECTO. PARA SU VALIDEZ DEBE CONSTAR LA 
FIRMA DEL SECRETARIO DE FORMA IMPRESA, AUN CUANDO EXISTA 
PRESUNCIÓN DE QUE SE ENCUENTRE FIRMADA ELECTRÓNICAMENTE. 
 
El artículo 3o. de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de 
abril de 2013, introdujo las figuras de firma y expediente electrónico; de igual forma, de los 
Acuerdos Generales Conjuntos Números 1/2013 y 1/2015, de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y del Consejo de la 
Judicatura Federal, así como del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa del propio 
Consejo, se colige que tanto el expediente electrónico como el impreso deben coincidir 
íntegramente, y que la firma electrónica producirá los mismos efectos que la que suscriban 
los servidores públicos. Por otra parte, el artículo 219 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, de aplicación supletoria por disposición expresa del artículo 2o. de la Ley de 
Amparo, prevé que las resoluciones judiciales contendrán la autorización del secretario. De 
ahí que si de los autos del juicio de amparo indirecto se advierte que la sentencia carece 
de la firma del secretario que da fe de ella, y no contiene signo gráfico la certificación de 
que la sentencia coincide con la que obra en el expediente electrónico, aunado a que no se 
acredita que se encuentra firmada digitalmente, aun cuando ello se presuma, se traduce en 
una falta de formalidad que trae como consecuencia que sea nula, pues debe prevalecer la 
formalidad escrita ante la incertidumbre de la suscripción electrónica. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 114/2017. Mayra Karina Vallarta Fonseca. 1 de febrero de 2018. 
Unanimidad de votos. Ponente: Armando Ernesto Pérez Hurtado. Secretaria: Edith Ibarra 
Santoyo. 
 
Nota: Los Acuerdos Generales Conjuntos Números 1/2013, de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y del Consejo de la 
Judicatura Federal, relativo a la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la 
Federación (FIREL) y al expediente electrónico; 1/2015, de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, que regula los servicios tecnológicos 
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relativos a la tramitación electrónica del juicio de amparo, las comunicaciones oficiales y los 
procesos de oralidad penal en los Centros de Justicia Penal Federal; y el Acuerdo General 
del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece las disposiciones en materia 
de actividad administrativa del propio Consejo citados, aparecen publicados en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 2, julio 
de 2013, página 1667; y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libros 25, Tomo II, diciembre de 2015, página 1393; y 14, Tomo III, enero de 2015, 
página 2256, respectivamente. 
 
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de abril de 2018 a las 10:10 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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NOTIFICACIÓN DEL ACUERDO QUE IMPONE UNA MULTA A LA AUTORIDAD POR 
INCUMPLIMIENTO A LA SENTENCIA DE AMPARO. SURTE EFECTOS DESDE EL 
MOMENTO EN QUE SE EFECTÚA A LA PERSONA FÍSICA TITULAR DEL ENTE 
PÚBLICO RESPONSABLE. 
 
Acorde con el artículo 31, fracción I, de la Ley de Amparo, las notificaciones a las 
autoridades surten efectos desde el momento en que se practican. Por tanto, la notificación 
del acuerdo dictado por un Juez de Distrito en que impone una multa a la autoridad por 
incumplimiento a la sentencia de amparo, surte efectos desde que se efectúa a la persona 
física titular del ente público responsable, sin que pase inadvertido que el recurso de queja 
contra esa determinación lo puede interponer dicha persona física, al ser ésta quien tiene 
legitimación para impugnar la multa que se originó con motivo de su cargo público y del 
ejercicio de sus funciones públicas, por lo cual no cambia su calidad en el juicio de amparo, 
esto es, de autoridad responsable. Refuerza lo anterior, el hecho de que la Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 142/2017 (10a.), 
de título y subtítulo: "SERVIDOR PÚBLICO A QUIEN SE IMPONE UNA MULTA EN EL 
JUICIO DE AMPARO EN SU CARÁCTER DE AUTORIDAD RESPONSABLE. PUEDE 
RECURRIRLA A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES O DELEGADOS EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 9o. DE LA LEY DE AMPARO.", sostuvo que no existe impedimento para 
que las multas impuestas en los juicios de amparo a un servidor público en su carácter de 
autoridad responsable, puedan recurrirse por medio de los abogados encargados de la 
defensa jurídica de la institución respectiva, en términos del artículo 9o. de la Ley de 
Amparo, que rige la representación de las autoridades responsables. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Recurso de reclamación 28/2017. Director General de Administración de Personal de la 
Secretaría de Seguridad Pública de la Ciudad de México. 15 de febrero de 2018. 
Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Arturo Medel García. Secretario: Elías Elías 
Brown Guerrero. 
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Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 142/2017 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 49, Tomo I, 
diciembre de 2017, página 775. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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ACTUACIONES CONCLUIDAS ORIGINALES OFRECIDAS COMO PRUEBA EN EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PARA QUE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL LAS 
REQUIERA, ES SUFICIENTE CON QUE LO SOLICITE EL OFERENTE, SIN QUE SEA 
NECESARIO QUE ÉSTE ACREDITE HABERLAS SOLICITADO PREVIAMENTE A LA 
AUTORIDAD QUE LAS TIENE BAJO SU RESGUARDO (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 121 DE LA LEY DE AMPARO). 
 
El precepto citado regula los dos supuestos en que el juzgador puede requerir a otras 
autoridades la remisión de documentos ofrecidos como pruebas por las partes en el juicio 
de amparo indirecto, esto es, cuando: a) estén bajo el resguardo de algún servidor público, 
ante la eventualidad de que su expedición o entrega no se lleve a cabo a pesar de haber 
sido requeridos oportunamente; y, b) se trate de actuaciones concluidas originales, a 
petición de cualquiera de las partes. En el primer caso, para que el Juez de amparo requiera 
a otra autoridad, las partes deben demostrar haber solicitado oportunamente su expedición, 
lo que se explica por la mayor facilidad que tienen de obtenerlos tomando en cuenta que 
las autoridades están obligadas a expedir oportunamente las copias al solicitante y que éste 
tiene interés en que lleguen al procedimiento de amparo, y es sólo frente a la contumacia 
de las autoridades que tienen a su cargo la expedición que interviene el órgano 
jurisdiccional para entablar un diálogo directo con aquéllas y exigirles el cumplimiento de 
las obligaciones a su cargo; sin embargo, en relación con las actuaciones concluidas 
originales no opera la misma razón para exigir a las partes que acrediten haber formulado 
tal solicitud con antelación ante el servidor público respectivo, porque la racionalidad que 
orienta el contenido de la primera parte del artículo 121 de la Ley de Amparo no opera para 
su último párrafo, pues tratándose de las actuaciones concluidas originales, éstas no 
pueden entregarse a las partes, sino que son las autoridades las que deben mantenerlas 
bajo su resguardo. Luego, sobre la base de que las cargas que se imponen a las partes en 
la prosecución de un juicio deben descansar en una base objetiva y razonable, se concluye 
que no es el caso de imponer al justiciable que se ubica en el último párrafo de la norma 
apuntada la misma carga que consta en su primera parte, pues ninguna utilidad tiene que 
solicite la entrega de las actuaciones concluidas originales si a ningún fin práctico llevaría 
esa exigencia cuando de antemano se conoce que no verá satisfecha su petición. Por esa 
razón, basta con que las partes soliciten al Juez de amparo que requiera las actuaciones 
concluidas originales a la autoridad respectiva y que éstas guarden relación objetiva con la 
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litis constitucional, para que aquél las requiera y ésta las remita a dicho juzgador federal, 
sin que sea necesario que previamente los interesados acrediten haberlas solicitado. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 388/2016. Entre las sustentadas por el Décimo Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Sexto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito. 1 de marzo de 2018. Unanimidad de nueve votos de los 
Ministros José Ramón Cossío Díaz, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales. 
Ausentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis I.6o.A.2 K (10a.), de título y subtítulo: "PRUEBAS EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. PARA QUE EL JUZGADOR REQUIERA LAS ACTUACIONES ORIGINALES 
CONCLUIDAS, ES SUFICIENTE CON QUE GUARDEN RELACIÓN OBJETIVA CON LA 
LITIS CONSTITUCIONAL, SIN QUE EL OFERENTE DEBA ACREDITAR HABERLAS 
SOLICITADO PREVIAMENTE A LA AUTORIDAD CORRESPONDIENTE.", aprobada por 
el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 21, Tomo III, 
agosto de 2015, página 2556, y 
 
El sustentado por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 227/2016. 
 
El Tribunal Pleno, el nueve de abril en curso, aprobó, con el número 9/2018 (10a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de abril de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 23 de abril de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 


